
cal: Titular, don Enrique Buesc Martín: suplente, don Francis­
co Agustí Agusti.

Abogacía d-el Estado: Titular, don Luis Fernando Feced He­
rrero; suplente, don Fernando Liopis G'.rier

Secretarios de Corporación.- Titular don José Luis Lorente 
Tallada suplente, don José María Llavata- Cuevas.

Secretario del Tribunal: Titular, don Miguel Canto Pons; su­
plente, doña Carmen Sánchez Lleonart

Se ooncedt un plazo de quince días para reclamaciones con­
tra dicho Tribunal

Lo que se hace público para general conocimiento.
Buriasot, 6 de noviembre de 1930.—El Alcalde.—10.539-E.

25321 RESOLUCION de 6 de noviembre de 1980, del Ayun­
tamiento de Capdepera, referente a la convocatoria 
para proveer una plaza de Cabo de la Policía 
Municipal.

El Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día 2 de junio 
de 1960. acordó la convocatoria de una plaza de Cabo de la 
Policía Municipal en propiedad, por el procedimiento de opo­
sición libre.

La expresada plaza está encuadrada en el grupo de Admi­
nistración Especial, subgrupc de Servicios Especiales, y dotada 
con la remuneración correspondiente al nivel 3; el 15 por 100 de 
indemnización de residencia: dos pagas extraordinarias, trie­
nios y demás retribuciones complementarias que correspondan, 
conforme a la legislación vigente

ñas bases v el programa que regirán en. la mencionada prue­
ba serán s aprobadas por el Ayuntamiento Pleno en sesión 
del día 2 de junio último, según publicación en el «Boletín Ofi­
cial» de Baleares, número 17 893, de 28 de octubre del año en 
curso, que serán facilitadas a los interesados en las oficinas 
de este Ayuntamiento. Los solicitantes deberán presentar en 
concepta de derechos de examen la cantidad de 100 pesetas.

El olazo de presentación de solicitudes para tomar parte 
en dicha oposición será de treinta días hábiles, a contar del 
siguiente al de la última aparición de este anuncio en el «Bole­
tín Oficial del Estado» y «Boletín Oficial de la Provincia de 
Baleaies»

Capdepera, 6 de noviembre de 1980.—El Alcalde, Salvador 
Molí Vaquer.—X6.525-E.

25322 RESOLUCION de 6 de noviembre de 1980, del Ayun­
tamiento de Capdepera, referente a la convocatoria 
para proveer una plaza de Sargento Jefe de la 
Policía Municipal.

EJ Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día 2 de junio 
de 1980, acordó la convocatoria de una plaza de Sargento Jefe 
de la Policía Municipal en propiedad, por el procedimiento de 
oposición libre

La expresada plaza está encuadrada en el subgrupo de Servi­
cios Especiares de Administración Especial y dotada con la 
remuneración correspondiente al nivel de proporcionalidad 6 y 
retribuciones complementarias previstas en la normativa vi­
gente. -  

Las bases y el programa que regirán en ¡a mencionada prue­
ba serán las aprobadas por el Ayuntamiento Pleno en sesión 
del dia 2 de iunio último, según publicación en el «Boletín Ofi­
cial» de Baleares, número 17 785, de 9 de octubre del año en 
curso, que serár facilitadas a loe interesados- en las oficinas 
de este Ayuntamento Los solicitantes deberán presentar en 
concepto de derechos de examen la cantidad de loo pesetas.

El plazo de presentación de solicitudes para tomar parte en

dicha oposición sará de treinta días hábiles, a contar del si­
guiente al de la última aparición de este anuncio en el «Boletín 
Oficial del Estado» y «Boletín Oficial de ia Provincia de Ba­
leares»

Capdepera, 6 de noviembre de 1080.—El Alcalde, Salvador 
Molí Vaquer.—16 524-E

25323 RESOLUCION de 7 de noviembre de 1980, del 
Ayuntamiento de Crevillente, referente a la oposi­
ción para proveer una plaza de Auxiliar de Admi­
nistración General.

Se anuncia convocatoria de oposición libre para cubrir en 
propiedad une plaza de Auxiliar de Adininistración General, va­
cante en la Dlantilla de este Ayuntamiento.

La nlaza está dotada con el suelde correspondiente al nivel 
de proporcionalidad 4 y demás emolumentos previstos por dis­
posiciones vigentes.

Las bases y programa se encuentran publicados en el «Bo­
letín Oficial de la Provincia de Alicante» número 255, de 4 
de noviembre de 1980.

El plazo de presentación de instancias será de treinta días 
hábiles, ocntados a partir del siguiente al de la inserción del 
presente edicto

Crevillente. 7 de noviembre de 1980.—El Alcalde, Emilio 
Muñoz.—16.565-E.

25324 RESOLUCION de 7 de noviembre de 1980, del 
Ayuntamiento de Crevillente, referente a la oposi­
ción para proveer una plaza de Técnico de Admi­
nistración General.

Se anuncia convocatoria de oposición libre para cubrir en pro­
piedad una plaza vacante en plantilla de Técnico de Adminis­
tración General

La plaza está dotada con el sueldo correspondiente al nivel 
de proporcionalidad 10 y demás, emolumentos previstos por dis­
posiciones vigentes ,

Las bases y programa se encuentran publicados en el «Bo­
letín Oficial de la Provincia de Alicante» número 255, de 4 
de noviembre de 1980

El plazo de presentación de instancias será de treinta días 
hábiles, contados a partir del siguiente al de la inserción del 
presente edicto.

Crevillente, 7 de noviembre de 1080.—El Alcaide, Emilio 
Muñoz.—16.566-E.

25325 RESOLUCION de 7 de noviembre de 1980, del Ayun­
tamiento de Las Rozas de Madrid, referente a 
la convocatoria para proveer una plaza de Cabo 
de la Policía Municipal.

El «Boletín Oficial» de la provincia numero 262, de fecha 
5 de los corrientes, publica integras las bases que han de regir 
en la oposición libre convocada par este Ayuntamiento para cu­
brir una plaza de Cabo de la Policía Municipal.

La plaza estará dotada con as retribuciones reglamentarias.
El plazo de presentación de solicitudes para tomar parte 

en la oposición es de treinta dias hábiles siguientes a aquel 
en que aparezca publicado el presente edicto en el «Boletín 
Oficial dei Estado».

Las Rozas de Madrid, 7 de noviembre de 1080.—El Alcalde. 
16.581-E.

III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

25326 RESOLUCION de 6 de noviembre de 1980, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por el Nota­
rio de Madrid don José María de Prada González 
contra la negativa del Registrador de la Propiedad 
número 11 de los de Madrid a practicar las opera­
ciones registrales solicitadas medíante acta de noto­
riedad.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el No­
tario de Madrid don José María de Prada González contra la 
negativa del Registrador de la Propiedad número 11 de los de

Madrid a practicar las operaciones regístrales solicitadas me­
diante acta de notoriedad, pendiente en este Centro en virtud de 
apelación del Notario y del Registrador

Resultando que por escritura autorizada por el Notario de 
Madrid don José María ñe Prada González el día 2 de abril 
de 197S don Lorenzo Alomar Llabrés adquirió dos fincas, hacién­
dose constar en dicha escritura simplemente que estaba casado 
con doña Rosa Rito Alpuente, documento que fue inscrito en el 
Registro de la Propiedad el dia 4 de junio de 1978, «para la 
sociedad conyugal»; que con fecha de 22 de diciembre de 1978, 
don Lorenzo Alomar Llabrés adquirió Igualmente otras fincas 
en escritura autorizada por el Notario recurrente, documen­
tos que junto con el anterior, fueron presentados.en el Registro 
de la Propiedad en unión de uní- escririira aclaratoria de fecha 
2 de julio de 1979, por la que, haciéndose constar que en los 
anteriores documentos no se había consignado que don Lorenzo
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Alomar Llabrés era de vecindad civil balear, acreditando este 
extremo mediante certificación de nacimiento, solicitaba la ins-, 
ripción con oarácter privativo; que la escritura aclaratoria mo­
tivó una nota del Registrador, en 7 de diciembre de 1979, sus­
pendiendo la inscripción por no constar el consentimiento de la 
esposa, que se estima necesario al faltar la prueba de la 
«vecindad civil balear» del comprador; que a requerimiento de 
don Lorenzo Alomar Llabrés, el Notario recurrente autorizó el 
día m de febrero de 1980 un acta de notoriedad relativa a su 
vecindad civil en la fecha de su matrimonio, 19 de marzo de 
1972. aportando como prueba documental certificación literal de 
inscripción de nacimiento en la que figura haber nacido el 30 de 
marzo de 1946 en la que consta al margen de la declaración 
de querer conservar la vecindad civil balear efectuada el 14 de 
febrero de 1979, y certificado del Ayuntamiento de Palma de 
Mallorca de figurar empadronado en el año 1970; que se acom­
pañaron para su presentación en el Registro de la Propiedad 
los siguientes documentos: Certificación literal del matrimonio 
contraído entre Lorenzo Alomar Llabrés y Rosa Rico Alpuente, 
celebrado en Barcelona el día 19 de marzo de 1972; certificado 
de hallarse empadronado,en Madrid en 1979; certificación literal 
de inscripción de nacimiento de Lorenzo Alomar Llabrés, padre 
del otorgante, nacido en Llubí (Baleares), de padres también 
nacidos en esta villa, y cuyos abuelos paternos y maternos 
son igualmente de Llubí; certificación litoral de inscripción de 
nacimiento de Margarita Llabrés Llabrés, madre del adquirente, 
nacida en Sancellas (Baleares), de padres y abuelos de la misma 
naturaleza, y certificación relativa a la declaración de conser­
vación de vecindad civil efectuada por Lorenzo Alomar Llabrés 
el 14 de febrero de 1979;

Resultando que presentada en el Registro de la Propiedad 
número 11 de Madrid las escriturad anteriores en unión del 
acta de notoriedad y'de los documentos antes reseñados, fueron 
calificadas con nota del tenor literal siguiente: «Examinado el 
precedente documento, los libros del Registro en lo necesario y 
la documentación complementaria presentada, se estima pro­
cedente suspender la extensión de la nota marginal solicitada 
por don Lorenzo Alomar Llabrés mediante acta de notoriedad 
autorizada con fecha 14 de febrero último, con el número 669 de 
su protocolo, por el Notario de Madrid don José María de Pra- 
da González, ya que la documentación presentada no prueba de 
un modo absoluto que el comprador tenía la vecindad foral de 
Mallorca en la fecha de su matrimonio, y, al faltar esta evi­
dencia, se considera inexcusable aplicar lo establecido por los 
artículos 1.316, 1.407 y 1.413 del Código Civil; por los artículos 1, 
apartado 3.°; 40, d), y 82, apartado l.°, de la Ley Hipotecaria, 
así como por la abundante y muy reiterada jurisprudencia del 
Tribunal Supremo y de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, cuya uniformidad en este sentido no se contra­
dice, sino oue es confirmada en los contados casos en que se 
reconoce, porque así se aprueba la evidencia que ahora falta. 
No se toma anotación preventiva por no haber sido solicitada. 
Madrid. 16 de marzo de 1980»;

Resultando que por don José María de Prada González se 
interpuso recurso contra la anterior calificación y alegó: que 
la inscripción a nombre de ambos cónyuges, y para la sociedad 
conyugal, no viene exigida por los artículos 1.315, 1.407 y 1.413 
del Código Civil, sino que tiene su apoyo en el artículo 96 del 
Reglamento Hipotecario, precepto que, según se deduce de las 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del No­
tariado de 10 de marzo, 7 de abril y 5 de mayo de 1978, tiene 
carácter anórnalo y excepcional, por lo que la rectificación de 
un error cometido en la inscripción en base al precepto regla» 
mentarlo se realizará mediante la justificación de la existencia 
de tai error sin necesidad del consentimiento del cónyuge del 
edquirente, y sin que sea de aplicación el artículo 40, d), 
ni el artículo 82 de la Ley Hipotecarla; que el medio adecuado 
para probar que el señor Alomar Llabrés es de vecindad foral 
mallorquína en el momento de contraer matrimonio es la certi­
ficación de nacimiento en la que se acredita que nación en Inca, 
de padres y abuelos nacidos a su vez en la región balear, por 
lo que, de conformidad con los artículos 2 y 66 de la Ley de 
Registro Civil, goza de una presunción de vecindad balear que el 
Señor Registrador no puede desconocer; que el acta notarial 
d.e notoriedad es un medio hábil, de acuerdo con él artículo 209 
del Reglamento Notarial, que encaja perfectamente en el obje­
tivo para el que ha sido utilizada en este supuesto que, en cuan­
to a) valor y efectos del acta de notoriedad, el Registrador 
debe estar a lo dispuesto en el articulo 209 de dicho Reglamento 
Notarial cuando señala que «la declaración que ponga fin al 
apta de notoriedad será firme y eficaz, por sí sola, e inscribible 
donde corresponda, sin ningún trámite o aprobación posterior»;

Resultando que el Registrador de la Propiedad informó: Que 
La doctrina legal aplicada en la calificación está contenida en los 
artículos 1.315, 1.407 y 1.413 del Código Civil; artículo l.°, apar­
tado 3; artículo 40, d), y articulo 82. apartado l.°, de la Ley 
Hipotecaria; que no se basa en el artículo 95 del Reglamento 
Hipotecario, aunque, de no existir este precepto, la doctrina 
legal y la calificación serian necesariamente las mismas; que 
entro los documentos presentados no figura declaración expresa 
y concreta de funcionario competente asumiendo la responsabi­
lidad de asegurar el hecho de que en la fecha del matrimonio, 
19 de marzo de 1972, poseía el comprador tal vecindad foral, 
declaración que si constituiría prueba absoluta; que en el acta 
de notoriedad no consta haberse oído, requerido o notificado a la 
parte presumiblemente contrapuesta; que la manifestación reco­
gida cual acta de notoriedad contradice derechos que figuran 
en el Registro con anterioridad y constituye elusión de los

cauces legales que imponen el consentimiento de la parte per­
judicada o resolución judicial; que sin desconocer el valor de las 
certificaciones del Registro Civil, el Registrador «debe velar por 
el respoto a la legalidad, en este caso, el amparo al derecho 
que ingresa en el Registro en forma legal, contra cuyo derecho 
sólo prevalece la voluntad de su titular o la sentencia judi­
cial; que las Resoluciones citadas por el recurrente se refieren 
a casos diferentes del objeto del presente recurso, ya que en 
los tres supuestos contemplados se dio por probada y evidente 
la discrepancia entre el Registro y la realidad, siendo, par el 
contrario, las sentencias del Tribunal Supremo de 17 de abril 
de 1-S7 y de 11 de abril de 1972 y las Resoluciones de 7 de 
agosto de 1933 y de 17 de febrero de 1969, las que condénsan la 
doctrina y jurisprudencia concernientes al tema discutido;

Resultando que el Presidente de la Audiencia dictó auto por 
el que se confirmaba la nota del. Registrador en cuanto a las 
inscripciones practicadas de las fincas adquiridas en la escri­
tura de 2 de abril de 1976, ya que se estima que la rectificación 
pretendida viene obstaculizada por los artículos 40, d), y 82, l.°, 
de la Ley Hipotecaria, amén de la circunstancia de no haber po­
dido contradecir la mujer cotitular la pretensión del marido, y 
en segundo lugar se revocaba la nota respecto de las escrituras 
de 22 de diciembre de 1978, ordenando la práctica de las inscrip­
ciones de dichos bienes como privativos, por cuanto había sido 
reflejada suficientemente la vecindad balear del señor Alomar 
antes de contraer matrimonio;

Vistos los artículos 14, 327 y 1.407 del Código Civil; 3 de la 
Compilación de Baleares de 19 da abril de 1661; 40 y 82 de 
la Ley Hipotecaria; 95-del Reglamento para su ejecución- 2, 
3, 7, 48 y 68 de la Ley de Registro Civil de 8 de junio de 1957; 
225 a 227 de su Reglamento de 14 de noviembre de Í958 (modifi­
cados por Real Decreto de 1 de diciembre de 1977); 156, 157, 160 
y 161 del Reglamento Notarial de 2 de junio de 1944, y las reso­
luciones de este Centro de ,10 de marzo, 7 de abril y 5 de mayo 
de 1978;

Considerando que la justificación de la vecindad civil mallor­
quína del adquirente en el momento de contraer matrimonio, 
que supondría ed carácter privativo de los bienes comprados 
dado el régimen legal de separación de bienes previsto en la 
Compilación balear, es la cuestión a debatir en este recurso, 
pues si resultase probado dicha vecindad, procedería, ya que no 
existen capitulaciones matrimoniales, dé una parte rectificar 
el asiento erróneamente extendido en el que aparece el bien 
como presuntivamente ganancial debido a la falta de constan­
cia en la escritura de la circunstancia relativa a la regionalidad 
del comprador, y por otra parte inscribir a nombre exclusivo 
del marido los bienes que ha adquirido en las dos escrituras 
origen de este recurso;

Considerando qué, según el arta-culo 2 de la Ley de 8 de junio 
de 1957, el Registro Civil constituye la prueba de los hechos 
inscritos en el mismo, y les actas de este Registro son la 
prueba del estado civii —artículo 327 del Código—, por lo que 
en primer lugar habrá que examinar las certificaciones presen­
tadas para saber si a través de las mismas queda demostrada 
suficientemente la vecindad mallorquína discutida, y siempre 
teniendo en cuenta el contenido del articulo 68 de la Ley que 
establece para la vecindad civil la misma presunción que para 
la nacionalidad, y que al aplicarla a este caso supone entender 
como mallorquines a los nacidos en Mallorca de padres también 
nacidos en este territorio;

Considerando que con la anterior presunción haíbfá que tener 
en cuenta además las normas sustantives sobre vecindad, de­
bido a la posibilidad de su cambio contenidas en lo-s artículos 
14 del Código Civil y 225, 226 y 227 de la Ley de Registro Civil, 
para poder saber en su caso la vecindad del interesado en la 
fecha de contraer matrimonio, conocimiento que se encuentra 
facilitado a través de la certificación del acta de nacimiento, 
en donde, de a/cuerdo con el artículo 46 de la Ley, habrán de 
constar mediante inscripción marginal todos los actos inscribi­
bles relativos a la vecindad;

Considerando que en el presente expediente se han aportado, 
entre otros documentos, las certificaciones de nacimiento del 
interesado y de sus dos padres, de las que resulta que todos 
ellos, asi coiqo los cuatro abuelos paterno y materno nacieron 
en Mallorca, por lo que aparece suficientemente cumplida la 
presunción ded artículo 68 d-e la Ley pana entender que por 
origen el comprador ostentaba la regionalidad mallorquína;

Considerando que igualmente se ha aportado la certificación 
correspondiente del Registro Civil, por la que resulta que al 
contraer matrimonio el comprador no había transcurrido los 
diez años de residencia continuada fuera del territorio mallor­
quín que, a partir de la mayo-ría de edad o de la emancipa­
ción en su caso, exige el artículo 14 del Código Civil para el 
cambio de vecindad, y sin que conste además en la certifica­
ción de nacimiento aportada que hubiera hecho declaración 
 ante el encargado del Registro Civil manifestando su voluntad 
de adquirir otra nueva, muy al contrario de la mencionada cer­
tificación aparece que su manifestación lo fue en el sentido de 
querer conservar lá mallorquína, por lo que hay que concluir 
que es esta vecindad de origen la que sigue ostentando;

Considerando que la omisión padecida en las escrituras de 
compraventa discutidas en donde no se había hecho constar 
la vecindad civil del comprador, y que por haber sido otorgadas 
fuera del territorio de su región e influir en la determinación 
del derecho a adquirir, exigían conforme al articulo 161 del 
Reglamento Notarial el que esta Importante circunstancia figu­
rase en la comparecencia de dichas escrituras, omisión que 
ha sido aclarada en la posterior de 2 de julio de 1979, no sólo
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por la declaración del interesado —artículo 160 de dicho Regla­
mento—, sino por la certificación del acta de su nacimiento 
—antes examinada— que refuerza con su contenido la presun­
ción de vecindad, y más todavía cuando s? acompañan también 
las restantes certificaciones, que por su carácter de documento 
público —articulo 7 de la Ley— eran suficientes todas ellas por 
sí mismas para proceder a la inscripción, en la forma soli­
citada, de las escrituras no inscritas, así como la rectificación 
del asiento del Registro de la Propiedad, como a continuación 
se indicará, y sin que fuera necesaria la autorización de la 
posterior acta de notoriedad, que no puede tener más valor 
que el que las propias certificaciones ya proclaman;

Considerando que según reiterada doctrina de este Centro 
no es necesario acudir al procedimiento general de rectificación 
de errores establecido en el' articulo 40, d), de la Ley Hipote­
caria o exigir el cumplimiento de lo ordenado en el articule 82 
de la misma, cuando el hecho básico que desvirtúa el asiento 
erróneo es susceptible de ser probado de un modo absoluto con 
documentos fechacientefe, independientes por su naturaleza de 
la voluntad de los interesados, ya que entonces bastará la 
petición de la parte interesada acompañada de los documentos 
que aclaren el error producido.

Esta Dirección General ha acordado que, con revocación par­
cial del auto apelado, procede revocar íntegramente la nota del 
Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico 
a V E. para su conocimiento y efectos.

Dios guardé a V. E. muchos años.
Madrid. 0 de noviembre de t980.—El Director general, Fran­

cisco Javier Die Lamana.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid.

MINISTERIO DE HACIENDA

25327 CORRECCION de erratas de la Orden de 31 de ju­
lio de 1980 por la que se autoriza a la Entidad 
«Centro Hispano Americano de Aseguradores y 
Reaseguradores 1879» (C-49) para operaran el ramo 
de ganado.

Padecido error en la inserción de la citada Orden, publicada 
en el «Boletín Oficial del Estado» número 240, de fecha 16 de 
octubre de 1080, ra continuación sé formula la oportuna recti­
ficación:

En la página 23080, primera columna, párrafo primero de la 
Orden, línea octava, donde dice: «técnicas tarifas...», debe de­
cir: «técnicas y tarifas...».

25328 CORRECCION de erratas de la Orden de 18 de 
septiembre de 1980 por la que se inscribe a «Mutua 
Popular del Automóvil» (M-381) en el Registro Es­
pecial de Entidades Aseguradoras.

Padecido error en la inserción de la citada Orden, publica­
da en el «Boletin Oficial del Estado» número 249, de fecha 16 de 
octubre de 1980, a continuación se formula la oportuna recti­
ficación:

En la página 23081, primera columna, en el enunciado de la 
Orden, donde dice: «"Mutua Popular del Automóvil” (M-36)», 
debe decir: «"Mutua Popular del Automóvil" (M-361)».

25329 CORRECCION de erratas de la Orden de 23 de sep­
tiembre de 1980 por la que se acepta el cambio de 
titularidad en los beneficios físcales de la Ley 152/ 
1963. de 2 de diciembre, concedidos a la Empresa 
Grupo Sindical de Colonización «Morenos», a favor 
de «José Moreno Gómez»,

Padecido error en la inserción de la citada Orden, publicada 
en el «Boletin Oficial del Estado» número 244, de fecha 10 de 
octubre de 1980, a continuación se formula la oportuna recti­
ficación:

En la página 22590, segunda columna, párrafo segundo de la 
Orden, línea undécima, donde dice: «... invariables la condicio­
nes...», debe decir: «... invariables las condiciones ..».

25330 CORRECCION de erratas de la Orden de 8 de oc­
tubre de 1980 por la que se acuerda la disolución 
de la Entidad «Ibéririca de Seguros La Providen- 
ce, S. A.» (C-527).

Padecido error en la inserción de la citada Orden, publi­
cada en el «Boletín Oficial del Estado» número 255, de fecha

23 de octubre de 1980, a continuación se formula la oportuna 
rectificación:

En la página 23652, segunda columna, párrafo primero de 
la Orden, última línea, donde dice.- «de 195», debe decir- 
«de 1958.».

MINISTERIO DEL INTERIOR

25331 RESOLUCION de 6 de noviembre de 1980, del Go­
bierno Civil de Córdoba, por la que se señala fecha 
para el levantamiento de actas previas a la ocupa­
ción de los bienes y derechos que se citan.

Por Decreto 3369/1971, de 23 de diciembre, se declaró de utili­
dad pública, y a efectos de expropiación forzosa, lá adquisición 
del solar en que yacen los restos arqueológicos del Palacio de los 
Califas de Córdoba así como de los bienes y derechos necesarios 
para proceder a realizar ios trabajos que permitan el descubri­
miento y conservación de las ruinas del citado Palacio, cuya si­
tuación y circunstancias se describirán.

Este Gobierno Civil ha resuelto, de conformidad con lo dis­
puesto en el artículo 55 del Reglamento de Expropiación For­
zosa de 26 de abril de 1957, convocar a la propiedad de los bienes 
y derechos afectados que figuran en la relación adjunta, para 
que el día y hora que sé expresan, comparezcan en la Delegación 
Provincial del Ministerio de Cultura (Doctor Barraquer, núme- 

•ro 6) al objeto de proceder al levantamiento del acta de ocupa­
ción.

A dicho acto deberá asistir la propiedad afectada personal­
mente o bien representada por persona debidamente autorizada 
para actuar en su nombre, aportando documentación acreditativa 
de su titularidad.

Córdoba, 6 de noviembre de 1980.—El Gobernador civil.— 
10.821-E.

RELACION DE BIENES Y DERECHOS AFECTADOS

Finca urbana: Casa señalada con los números 12 y 14 de la 
calle Torrijos de esta capital, con una superficie de 13.873 me­
tros con 78 centímetros.

Propiedad: Obispado de Córdoba.
Fecha levantamiento de acta: El día 18 de diciembre de 

1980, a las doce horas.

M° DE OBRAS PUBLICAS 
Y URBANISMO

25332 ORDEN de 31 de enero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Audiencia Nacional de 23 de octubre de 
1979, sobre anulación de las normas complementa­
rias y subsidiarias de planeamiento del término 
municipal de Villamantilla (Madrid).

Ilmo. Sr.; En el recurso contencioso-admiudetrativo, seguido 
ante la Audiencia Nacional con el número 11.041, interpuesto 
por «Agropecuaria Las Mercados, S. A-», contra resolución de 
12 de marzo de 1075, se ha dictado sentencia con fecha 23 
de octubre de 1979, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando el motivo de inadmisibilidad 
alegado por el señor Abogado del Estado, y estimando este 
recurso contencioso-administrativo, debemos anular y anulamos 
la Orden del Ministro de Vivienda de doce de marzo de mil 
novecientos setenta y cinco, sojre normas complementarias y 
subsidiarias de planeamiento del término municipal de Villa- 
mantilla (Madrid), dejando imprejuzgada la motivación del fon­
do del recurso. Sin declaración especial en cuanto a costas.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdic­
ción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, 
ha dispuesto que se cumpla en sus propios términos la referida 
sentencia.

Contra la anterior sentencia ha sido interpuesto recurso de 
apelación ante el Tribunal Supremo por el señor Abogado del 
Estado.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás efec­
tos

Madrid, 31 de enero de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Publicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

Ilmo. Sr. Presidente-Delegado del Gobierno en la Comisión de
Planeamiento y Coordinación del Area Metropolitana de Ma­
drid.


